
ilIilililililflilflililIt ilililllTRIBUNAL CONSTITUCIONAL
EXP. N.o 04680-20 I 6-pA/TC
LIMA
LUSAMSA EIRL

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima,6 de setiembre de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpnesto por Lusamsa EIRL contra la
resolución dc fojas 73, de fecha 6 de julio de 2016, expedida por la Tercera Sala Civil
de la Corte Superior de Justicia de Lima que declaró improcedente la demanda de autos.

FUNDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, pubiicada en el diario
oficial Ei Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció,, en el
lundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria

oria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
os, que igualmente están contenidos en el ar1ículo 1l del Reglamento

ativo del Tribunal Constitucional

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente igualcs.

2. En el prescnte caso, se evidencia que el recurso de agravio no está refbrido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto,, un
recurso carece de esta cualidad cua¡do no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de otro modo, y teniendo en cuenta 1o prccisado en el fundamento 50 de
la sentencia emitida en el Expediente 00987-20l4-PA/TC, una cuestión no reviste
especial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (1) si una futura
resolución del Tribunal Constitucional no soluciona algún conflicto de relevancia
constitucional, pues no existe lesión que comprometa el derccho fundamental
involucrado o se trata dc un asunto que no corresponde resolver en la vía
constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derecho
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constitucional invocado y no mcdian razones subjetivas u objetivas que habiliten a

este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo.

4. Tal como se constata del tenor del recurso de agravio constitucional, la actora
solicita que se declare nula la Resolución 16, de fecha 23 de junio de 2014,
expedida por la Primera Sala Civil Sub-especialidad Comercial de la Corte Superior
de Justicia de Lima (cfr. fojas 22), que declaró improcedente cl rccurso de

anulación que presentó contra el laudo arbitral de fecha 28 dejunio de 201, emitido
por el árbitro único, don Luis Huay'ta Zacwías.

5. En suma, 1o alegado en el referido recurso se limita a denunciar la violación de su
derecho fundamental al dcbido proceso en su manifestación del derecho a la debida
motivación de las resoluciones judiciales, pues a pesar de que denunció que e1

árbitro se pronunció sobre aspectos no requeridos, ello no fue evaluado.

De sado se evidencia que la real pretensión del recurrente es discutir el
optado en la cuestionada Resolución 16, de fecha 23 de junio de 2014, y

Tribunal Constitucional t'uncione como una suprainstancia jurisdiccional que
la decisión precitada, lo cual excede sus competencias porque de autos no se

acredita la vulneración de derecho constitucional alguno

7. Asimismo, el hecho de que la accionante disienta de la fundamentación que sirve
de respaldo a la resolución cuestionada, no significa que no exista justificación o
que, a la luz de los hechos del caso, aquella sea aparente. incongruente, insuficiente
o incuffa en vicios de motivación intema o exlema.

8. En consecuencia, y de 1o expuesto en los fundamentos 2 a7 supra, se verifica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PAiTC y en el inciso b) del artículo I I del Reglamento Normativo dcl Tribunal
Constitucional. En tal sentido, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
cl recurso de agravio constitucional.

lSe

riterio
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere Ia Constitución Política del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,
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RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio conslitucional porque la cuestión de

Derecho contenida en el recurso carece de especial trascendencia constitucional.

Publíquese y notifíqucse

SS

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOAD
ESPINOSA-SALDAÑA B
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VOTO SINGULAR DF]L MAGISTRADO FEITRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magislrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disierrto del precedente vinculante establecido en la Sentencia00987-2014-PAiTC.
SEN'|ENCIA INTERLOCUTORIA DENEGA'IORIA, por los fundamentos que a

cor.rtinuaciór.r expongo :

IL TnrsrrNlr. CoNSTrrrrctoNAL couro coRTE DE REvrsIóN o r'.qI-I-o y No DE
(l/\S;\CIÓN

l-a Constitución cle I979 creó el I'riburnal de Garantías Constitucionales corno
inslancia dc casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en inslancia de lallo. La Constitución del 79, por prinrera vcz cu nucstra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad hoc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar Ia supremacía constitucional y [a vigencia plena
dc los dcrechos fundamentales.

2. La Le_y F'undamental de l9l9 estableció que el l'ribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo cl tcnitorio nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial. lo quc implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para lallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dercchos rcconocidos en la Constitución.

3. Iln esc scntido. la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Clonstitucionales, vigente en ese trlomento, cstableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano. al cncontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbrma errada o ha incurrido cn graves vicios procesales en la
trarnitación y rcsolución de la demanda, proceclerá a casar la sentencia y, h-rego dc
señalar la deliciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Juslicia de la
República (recnvío) para que emira nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. U[ modelo de tutela ante aÍnenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1991. En primer h-rgar. se amplían los
mecanismos de tutela de dos a crntro, a saber, habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de curnplimiento. En segunCo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano cle control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califlca erróneamcnte como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
'[t ibunal Constitucional es inslancia dc rcvisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política dcl Perú. en su afiículo 202, inciso 2.
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
definitiva insÍancia, las resoluciones denegatorias dictadas en kts procesos de
hubeas corplts, amparo, habeas clata y acción de cumplimienlo". Esfa disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el l'ribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una leclura diversa
contravendría mandalos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el rcspcto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y dcl Estado (artículo l), y "la obseryancia del debido proceso y tutelcr

.iurisdiccional. Ninguna ¡tersona puede ser de.sviada cle lu jurisdicción
predeterminctda por la ley, ni somelida a procedimienlo distinlo de los pret,iamenfe
e:;tablecidos, ni juzgada por órganos .lurisdiccionales de excepción ni por
comisiones especiales creadas al efecto cualquiera sea su denominación",
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advierle. a dif'erencia dc lo que acontece en olros países, en Ios cuales el
acccso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtcnido una
protccción de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
es1á en discusión es la sr"rpuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía correspondiente para que el rribunal constitucional pueda
pronunciarse. Pero Ia apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediantc un pormenorizado
análisis de lo cpre se pretende, de lo que sc invoca.

l. Lo constitucional es escuchar a la parte como ooncretización de su dcrccho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de detbnsa de los derechos fundamentales frente a los podercs
públicos y privados, lo cual evidencia el triuntb de la justicia frente a la
albitrariedad.

Er, onn¡:clro A sER oÍDo copro rvrANIF'BsL'lcrtiN DE LA DEMOCRATIZACIóN DE Los
Pnocasos CoNSrrrucloNAl,ES DE, LA LIBf,RTAD

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
consliturcional. desde su creación, es respetuosa, como corresponde, del derecho de
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clel-ensa inherente a tocla persona, cuy¿r manifestación prirnaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus derechos. intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la def'ensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueclen exponer. de manera escrila ¡,
oral, los argumentos peftinentes, concretándose cl principio dc inmcdiación quc
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar .jr"rsticia constituye una manifestación dcl poder que el
llstado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los dcrechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I l. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia dc vista, también constituve un elemento que
dcmocratiza el proceso, f)e 1o contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resuharÍa
excluyente y antidemocrático. Además, el 'l'ribunal Constitucional tiene el dcber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justioia de sus razones. por
expresar de modo suficienle las razones de derecho y de hecho relcvantcs en cada
caso que resuelt e.

12. lrn ese sentido, la Corte Interamcricana de l)erechos Flumanos ha establecido que el
derecho de def-ensa "obliga al E,ytado a tratqr al individuo en todo momento como
un verdadero sujeto del proceso, en el mas amplio sentido de este concepto, y no
simplemente como objeto del mismo"t, y que "pora que exista debido proieso legal
es preci:so que un jusliciable pueda hacer valer sus derechos y defender su.s

intereses en-.fitrma e/bcliva y en condiciones de igualdad procesal con otros
.lttsticiuble.t'2.

I 
Clorte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.

párrafo 29.

' Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
scntcncia del 21 dejunio de 2002, párrafb 146. w
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1 3. El rnodelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuancio se aplica a Lrn proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitncional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya que cl Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los afículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional. el
'l'ribunal Clonstitucional no "concede" el recurso. Esta es una oompetencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al 'l'ribunal lo que le correspondc es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rcchazar dicho recurso, sino por el conlrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado. Ia "sentcncia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado. justificado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No haccrlo, no definirlo, ni j ustificarlo,
convierte el empleo de la prccitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
al-ectar, cntl'e otros, el derecho fundamental de def'ensa. cn su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afeotando notablemente a los justiciables, quienes
lendrían que adivinar qué resolvcrá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respcctiva dernanda.

17. Por lo demás, mufatis mutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repitc lo señalado por el 'fribunal Constitucional en otros
tállos. como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (sentencia 02877-
2005-Prlc/'fc). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (suplctoriedad, vía previa,
vías paraleias, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc. ).

18. Sin embargo, el hecho de que 1os procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtua¡ la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

r'Ül
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19. Por tanto. si sc tiene en cuenta que Ia justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos firndamentales dc los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justioiable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como atlnnó Raúl Ferrero Rebagliati, "la def'ensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una def'ensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
ent¡aña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está def'endiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin la protección judicial auténtica".
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